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Sobre: DIVISIÓN DE 
COMUNIDAD DE 

BIENES 
GANANCIALES 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Fraticelli Torres, el 

Juez Hernández Sánchez y el Juez Ramos Torres. 
 

Hernández Sánchez, Juez Ponente 
 

SENTENCIA  
 

En San Juan, Puerto Rico a 31de agosto de 2016. 

 
 La Sra. Ana Rosa Mejuto Pérez (la apelante), presentó un 

Recurso de Apelación, en el cual solicitó la revisión y revocación de 

una Sentencia dictada el 25 de abril de 2016 y notificada el 5 de 

mayo de 2016, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San 

Juan (TPI). Por medio de dicho dictamen, el TPI desestimó y 

archivó sin perjuicio las reclamaciones de las partes. 

Luego, el 20 de mayo de 2016 la apelante presentó una 

Moción de Reconsideración la cual fue declarada No Ha Lugar por el 

TPI mediante Resolución notificada el 31 de mayo de 2016. El 10 

de junio de 2016 el TPI emitió una Notificación Enmendada de la 

Resolución de la Moción de Reconsideración.  

Inconforme, el 30 de junio de 2016 la apelante acudió ante 

nos mediante un Recurso de Apelación.  

Cuidadosamente estudiado el asunto traído ante nuestra 

consideración, revocamos el dictamen del TPI. 
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I. 

El matrimonio entre la apelante y el Sr. Luis Mario 

Valdesuso Hernández (apelado) fue disuelto mediante Sentencia de 

divorcio por causal de Trato Cruel emitida el 14 de febrero de 

2011, y notificada y archivada el 18 de febrero de 2011 por el TPI 

en el caso civil número K DI2010-0718. En la Sentencia antes 

mencionada se acogieron ciertos acuerdos, entre ellos, el pago de 

una pensión alimentaria a favor de la apelante. Al momento del 

divorcio, el apelado y la apelada tenían registradas ocho (8) 

corporaciones que manejaban ciertas tiendas Subway. 

Luego, el 9 de noviembre de 2011, la apelante presentó una 

Demanda de división de comunidad de bienes gananciales y, 

debido a la complejidad del caso, se nombró un Comisionado 

Especial.  

Por su parte, el 22 de mayo de 2012, el apelado presentó su 

Contestación a la Demanda. El apelado manifestó que desde el 

inicio del pleito le informó a la apelada que era importante que ésta 

cooperara con el descubrimiento de prueba y se sometiera a una 

deposición en Puerto Rico.  

Posteriormente, el 24 de mayo de 2012, la representación 

legal del apelado, la Licenciada, CPA y CFE, la Sra. Carmen Vega 

Fournier rindió un Informe Preliminar el cual detalló todos los 

fondos, y/o bienes habidos entre las partes. Igualmente, el apelado 

manifestó que se le concedió la oportunidad a la apelante para que 

le tomara una deposición a la la licenciada Vega pero que ésta 

nunca coordinó la toma de deposición a dicha perito. Alegó que la 

apelante había tomado para sí dineros pertenecientes a las 

corporaciones que administraban las tiendas Subway. El apelado 

argumentó que la apelante tomó para sí ilegalmente más de 

$800,000.00 del caudal de las tiendas Subway y de éste. Además, 

el apelado destacó que regularmente las tiendas Subway recibían 
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reeembolsos promocionales de los diferentes proveedores de 

productos y servicios; y que la apelante tomó para sí un gran 

número de cheques de reembolsos promocionales que les 

pertenecían a dichas corporaciones. Aceptó que luego la apelante 

devolvió algunos de los reembolsos pero que ésta retuvo un 

número considerable de varios reembolsos promocionales. El 

apelado resumió que la última vez que se trató de adelantar el 

trámite de descubrimiento de prueba, la apelante obstaculizó dicho 

procedimiento aduciendo que tenía que regresar al estado de 

Colorado y que no estaba disponible para ser depuesta. 

Luego de varios trámites procesales, el TPI señaló una Vista 

de Status para el 25 de abril de 2016 y ese día comparecieron 

solamente los abogados de las partes. La representación legal de la 

apelada arguyó que su clienta se encontraba sufriendo de 

depresión severa lo cual le impedía viajar a Puerto Rico. Por su 

parte, el apelado aseveró que el TPI le ha brindado la oportunidad 

a la apelante de cumplir con las órdenes del Tribunal y que ésta no 

obedeció al Tribunal.  

Finalmente, el 25 de abril de 2016, con notificación del 5 de 

mayo de 2016, el TPI emitió una Sentencia desestimando el pleito y 

ordenando el archivo sin perjuicio de las reclamaciones de las 

partes. Luego, el 10 de junio de 2016, el TPI emitió una 

Notificación Enmendada de Archivo en autos la Resolución de 

Moción de Reconsideración. Específicamente razonó que: 

“[e]n este caso, las partes, luego de casi 5 años, 
no han verificado un descubrimiento de prueba 

efectivo, la demandante [apelante] no se ha sometido a 
una deposición, la demandante no ha dispuesto a la 
perita del demandado ni ha anunciado persona perito 

a su favor. Las partes han vendido bienes, incluyendo 
la de las franquicias de Subway sin rendir cuentas al 
Tribunal, e incumpliendo abiertamente , en cuanto a 

los Subway, con la orden de consignar el producto de 
la venta en el Tribunal. Tampoco han satisfecho en su 

totalidad los honorarios del Contador Partidor. Por 
último, el caso ha estado inactivo por más de un año 
por la falta de diligencia de ambas partes. 
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Al día de hoy, las partes no se comunican 
adecuadamente con sus abogados y éstos desconocen 

las actuaciones que sus clientes toman. 
 

No se justifica continuar el trámite de un caso, 
si las partes no cumplen su deber impuesto en las 
reglas y requerido por las órdenes del Tribunal”.     

 
 Insatisfecha, el 20 de mayo de 2016 la apelante presentó 

una Moción de Reconsideración, la cual fue declarada No Ha lugar 

por el TPI el 26 de mayo de 2016, con notificación del 31 de mayo 

de 2016. Posteriormente, el 10 de junio de 2016 se emitió una 

Notificación Enmendada de Archivo en Autos de la Resolución  de 

Moción de Reconsideración. 

 Inconforme, la apelante presentó un Recurso de Apelación.  

Señaló como error que: 

“ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA 

AL DESESTIMAR LA DEMANDA COMO SANCIÓN, 
PRIVANDO A LA PARTE DEMANDANTE DE SU DÍA EN 

CORTE”. 
 

Así pues, el 7 de julio de 2016, este Tribunal emitió una 

Resolución mediante la cual se le concedió un término a la apelada 

para presentar su alegato. Dicho término fue extendido 

nuevamente mediante Resolución emitida por este Tribunal el 10 

de agosto de 2016. El 19 de agosto de 2016, compareció el 

apelado.  

Examinado el expediente con el beneficio de la 

comparecencia de las partes, procedemos a exponer el derecho 

aplicable a los hechos de este caso. 

II. 

-A- 
 

Nuestro Tribunal Supremo, al discutir el recurso de 

apelación, señaló que: 

[n]uestro ordenamiento procesal apelativo reconoce el 
derecho de todo ciudadano a que un tribunal de 

superior jerarquía revise, como cuestión de derecho, 
las sentencias dictadas por los tribunales inferiores. 
Este derecho a invocar la jurisdicción de un tribunal 
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apelativo es puramente estatutario, por lo que depende 
de que la Asamblea Legislativa lo reconozca. (Énfasis 

nuestro). Gran Vista I v. Gutiérrez y otros, 170 DPR 174, 
185 (2007). 

 
Así, el Artículo 4.006(a) de la Ley de la Judicatura de 2003, 4 

LPRA sec. 24y(a), dispone que el Tribunal de Apelaciones podrá 

atender controversias, entre otros recursos, mediante el recurso de 

apelación. Trans-Oceanic Life Ins. v. Oracle Corp., 184 DPR 689, 

700 (2012); Peerless Oil v. Hnos. Torres Pérez, 186 DPR 239, 252 

(2012). El artículo dispone que el Tribunal de Apelaciones atenderá 

y conocerá, “[m]ediante recurso de apelación de toda sentencia 

final dictada por el Tribunal de Primera Instancia”.  El recurso se 

incluye en la Regla 13 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 LPRA Ap. XXII-B, y la Regla 52 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 52.   

La apelación no es un recurso de carácter discrecional como 

lo es el certiorari, por lo que, satisfechos los requisitos 

jurisdiccionales y para el perfeccionamiento del recurso, el Tribunal 

de Apelaciones viene obligado a atender el asunto y resolverlo en 

sus méritos, de forma fundamentada. Soc. de Gananciales v. García 

Robles, 142 DPR 241, 252 (1997). 

Al revisar una determinación de un Tribunal de menor 

jerarquía, como Tribunal de Apelaciones, tenemos la tarea principal 

de auscultar si se aplicó correctamente el derecho a los hechos 

particulares del caso. Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 

750, 770 (2013). 

Las conclusiones de derecho del Foro revisado son revisables 

en su totalidad por los Tribunales de Apelaciones. Dávila Nieves v. 

Meléndez Marín, supra, pág. 770. 

Ahora bien, como regla general, los Tribunales Apelativos no 

tenemos la facultad de sustituir las determinaciones del Foro de 

Instancia con nuestras propias apreciaciones, tampoco 
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intervendremos con las determinaciones de hechos que realizó. 

Dávila Nieves v. Meléndez Marín, supra, pág. 771; Serrano Muñoz v. 

Auxilio Mutuo, 171 DPR 717, 741 (2007).  Normalmente, debemos 

aceptar como correctos los hechos determinados por el Tribunal. 

Dávila Nieves v. Meléndez Marín, supra, pág. 771. 

La anterior norma general encuentra su excepción y cede, 

cuando la parte le demuestre al Tribunal Apelativo que el juzgador 

de instancia actuó motivado por: 1) pasión, 2) prejuicio, 3) 

parcialidad o, 4) que incurrió en error manifiesto. Dávila Nieves v. 

Meléndez Marín, supra, págs. 754 y  771. En esos casos, de 

determinarse lo anterior, como Tribunal revisor podremos 

descartar las determinaciones de hechos que se hicieran. Dávila 

Nieves v. Meléndez Marín, supra, pág. 771. 

-B- 
 

Por su parte, la Regla 39.2 (b) de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V., R. 39.2 (b), permite a un Tribunal desestimar un 

pleito por la dejadez o inacción de las partes respecto a sus casos y 

reza: 

“(b) El tribunal ordenará la desestimación y el archivo 

de todos los asuntos civiles pendientes en los cuales 
no se haya efectuado trámite alguno por cualquiera de 

las partes durante los últimos seis meses, a menos 
que tal inactividad se le justifique oportunamente. 
Mociones sobre suspensión o transferencia de vista o 

de prórroga no serán consideradas como un trámite a 
los fines de esta regla.  

 
El tribunal dictará una orden en todos dichos 
asuntos, la cual se notificará a las partes y al 

abogado o abogada, requiriéndoles dentro del término 
de diez (10) días desde que el Secretario o Secretaria 
les notifique, que expongan por escrito las razones por 

las cuales no deban desestimarse y archivarse los 
mismos. (Énfasis nuestro)”. 

 
El fin que persigue la Regla 39.2 (b) de Procedimiento Civil, 

supra, es la economía procesal, acelerar la litigación y despejar los 

calendarios de los Tribunales. Sánchez Rodríguez v. Adm. de 

Corrección, 177 DPR 714, 721 (2009).  Una desestimación bajo esta 
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regla tiene el efecto de una adjudicación en sus méritos, por lo que, 

al advenir final y firme, constituye cosa juzgada “y le cerrará las 

puertas a la parte perjudicada para instar casos subsiguientes por 

los mismos hechos o causas de acción”. Sánchez Rodríguez v. Adm. 

de Corrección, supra, pág. 721. 

No obstante, recordamos que en nuestro ordenamiento 

judicial impera la política pública que los casos deben resolverse en 

sus méritos de forma justa, rápida y económica. Regla 1 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V., R. 1; Díaz v. Hospital 

Episcopal, 163 DPR 10, 20 (2004).  Así, aunque las partes tienen el 

deber de ser diligentes y proactivos en el manejo procesal de sus 

casos, la desestimación de las causas de acciones es una medida 

extrema y drástica a la cual los tribunales no deben acudir 

desmesuradamente. Sánchez Rodríguez v. Adm. de Corrección, 

supra, pág. 721; Banco Popular v. S.L.G. Negrón, 164 DPR 855, 864 

(2005).  Ello, en atención a que se busca que los casos se resuelvan 

en sus méritos y por los contundentes efectos de una 

desestimación bajo la Regla 39.2 (b) de Procedimiento Civil, supra. 

Sánchez Rodríguez v. Adm. de Corrección, supra, pág. 721. 

Procede la desestimación por inacción bajo la Regla 39.2 (b) 

de Procedimiento Civil, supra, “en casos extremos de clara e 

injustificada falta de diligencia”. Sánchez Rodríguez v. Adm. de 

Corrección, supra, pág. 724. Tiene que haber una clara e 

inequívoca desatención y abandono total de la parte de su interés 

sobre el caso. Mun. de Arecibo v. Almac. Yakima, 154 DPR 217, 222 

(2001).1 

Así las cosas, se requiere que previo a acudir a la 

desestimación, los Tribunales hagan uso de otras medidas o 

                                                 
1 Apuntamos que, aunque el caso de Mun. de Arecibo v. Almac. Yakima, supra, 

se resolvió bajo las anteriores Reglas de Procedimiento Civil de 1979, el caso 
está vigente y es aplicable a la actual Regla 39.2(b) de Procedimiento Civil, 
supra. 
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sanciones menos drásticas, de modo que se logre el fin último de 

que las personas tengan su día en corte. In re Vega Quintana, 188 

DPR 536, 544 (2013); Sánchez Rodríguez v. Adm. de Corrección, 

supra, pág. 721; Mun. de Arecibo v. Almac. Yakima, supra, pág. 

222.  El Tribunal, previo a desestimar la acción, debe apercibir a 

la parte de la posible consecuencia de la dejadez y debe asegurarse 

de que, en efecto, existe tal abandono de su interés sobre el caso. 

Mun. de Arecibo v. Almac. Yakima, supra, pág. 222.2 El Tribunal 

debe brindarle la oportunidad de que las partes se expresen al 

respecto. Mun. de Arecibo v. Almac. Yakima, supra, págs. 223.  De 

expresarse las partes, el Tribunal practicará un balance de 

intereses entre su necesidad de resolver diligentemente los casos 

ante sí y el perjuicio que la dilación haya provocado al demandado 

que de no existir resulta irrazonable la desestimación. Mun. de 

Arecibo v. Almac. Yakima, supra, pág. 223. 

                                                 
2 Al explicar el proceder correcto de un Tribunal, al amparo de la  Regla 39.2(b) 
de Procedimiento Civil, supra, nuestro Máximo Foro, en Mun. de Arecibo v. 
Almac. Yakima, supra, págs. 222-223, expuso que: 

 

“[...] hemos resuelto que la desestimación de un caso como sanción, 
debe prevalecer únicamente en situaciones extremas en las cuales haya 
quedado demostrado de manera clara e inequívoca la desatención y el 
abandono total de la parte con interés y “después que otras sanciones 
hayan probado ser ineficaces en el orden de administrar justicia y, en 
todo caso, no debería procederse a ella sin un previo apercibimiento”. 

(Énfasis suplido). Ramírez de Arellano v. Srio. de Hacienda, 85 DPR 823, 

829-830 (1962). Véanse, además: Acevedo v. Compañía Telefónica de 
P.R., 102 DPR 787, 791-792 (1974); Arce v. Club Gallístico de San Juan, 

105 DPR 305, 307-308 (1976); Garriga Gordils v. Maldonado Colón, 109 

DPR 817, 822-823 (1980). 
 

Así pues, planteada una situación que amerita sanciones, el tribunal 

debe, en primera instancia, imponerlas al abogado de la parte. Si dicha 

acción disciplinaria no surte efectos positivos, procederá la imposición 

severa de la desestimación de la demanda o eliminación de las 
alegaciones únicamente después que la parte haya sido propiamente 
informada y apercibida de la situación y de las consecuencias que pueda 
tener el que la ésta [sic] no sea corregida. Maldonado v. Srio. de Rec. 
Naturales, 113 DPR 494, 498 (1982); Lluch v. España Service Sta., 117 

DPR 729 (1986). 

  

Finalmente, una vez la partes expongan las razones por las cuales no 
se deba desestimar el caso, el tribunal debe balancear los intereses 

involucrados: “ „de un lado, la necesidad del tribunal de supervisar su 

calendario, el interés público en la resolución expedita de los casos y 
[más importante aún] el riesgo de p[er]juicio al demandado por la 
dilación; ... por lo que ... de no demostrarse p[er]juicio verdadero con la 

dilación es irrazonable ordenar el archivo’ ”. (Énfasis suplido). 
Echevarría Jiménez v. Sucn. Pérez Meri, 123 DPR 664, 674-675 (1989), 

citando a J.A. Cuevas Segarra, Práctica Procesal Puertorriqueña: 
Procedimiento Civil, San Juan, Pubs. J.T.S., 1985, Vol. II, Cap. VI, pág. 

206. (Énfasis del original)”. 
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Es importante destacar que únicamente procederá la 

desestimación si la parte ha sido informada y notificada de la 

situación y de las consecuencias de la inactividad.  Así, lo dispone 

expresamente la Regla 39.2 (b) de Procedimiento Civil, supra, y su 

jurisprudencia interpretativa. Mun. de Arecibo v. Almac. Yakima, 

supra, pág. 223; Maldonado v. Srio. de Rec. Naturales, 113 DPR 

494, 498 (1982).  Al respecto, nuestro Máximo Foro manifestó que: 

[...] procederá la imposición de la severa sanción de la 
desestimación de la demanda o la eliminación de las 
alegaciones, tan solo después que la parte haya sido 

debidamente informada y/o apercibida de la 
situación y de las consecuencias que puede tener 

el que la misma no sea corregida.  La experiencia 
señala que en la gran mayoría de los casos que 
presentan esta clase de dificultades -el presente 

caso es un ejemplo de ello- las partes no están 
enteradas de la actuación negligente de sus 
abogados y, al advenir en conocimiento de ello, la 

situación es corregida de inmediato.(Énfasis 
nuestro). 

 
III. 

En este caso se cometió el error señalado por la apelante.  La 

desestimación del pleito fue una medida injustificada, pues, se dejó 

de notificar a la apelante y al apelado como partes propiamente, 

sobre las posibles consecuencias de la inactividad de su caso. La 

Regla 39.2 (b) de Procedimiento Civil, supra, y su jurisprudencia 

interpretativa requieren que se le informara a las partes, no 

solamente a su abogado, de la consecuencia que la inercia procesal 

del caso tendría. Mun. de Arecibo v. Almac. Yakima, supra, pág. 

223; Maldonado v. Srio. de Rec. Naturales, supra, pág. 498. 

Asimismo, como mencionáramos anteriormente, la Regla 

39.2 (b) de Procedimiento Civil establece claramente que “el 

tribunal dictará una orden en todos dichos asuntos, la cual se 

notificará a las partes y al abogado o abogada, requiriéndoles 

dentro del término de diez (10) días desde que el Secretario o 

Secretaria les notifique, que expongan por escrito las razones por 

las cuales no deban desestimarse y archivarse los mismos”. En este 
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caso el TPI no requirió ni advirtió a las partes que se expresaran en 

torno a las razones por las cuales no se debían desestimar sus 

reclamaciones. Cónsono con lo anterior, en este caso No se 

cumplió con lo establecido en la Regla 39.2 (b) de Procedimiento 

Civil. 

Por último, avisamos que este Tribunal no pretende gobernar 

el modo en que los Tribunales de Primera Instancia conducen los 

procedimientos ante sus Salas. Procuramos que se cumpla el fin de 

nuestro sistema judicial de que las partes tengan su día en corte y 

que los casos se resuelvan de modo rápido y justo. 

IV 

Por los fundamentos expuestos, revocamos la Sentencia 

emitida por el TPI. Se ordena al TPI a que, imponga sanciones 

ecónomicas a la apelante por no cumplir con las directrices 

pronunciadas por dicho Tribunal. Así, ordenamos la continuación 

de los procedimientos ante el TPI. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


